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PROPUESTAS DE ENMIENDAS DEL SECTOR SOCIAL DE LA DISCAPACIDAD REPRESENTADO POR EL CERMI AL PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS GENERALES DEL ESTADO PARA EL AÑ0 2018 

1ª Enmienda – De modificación 

Se propone dar nueva redacción a la Disposición Adicional sexagésima del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, que regula el fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, que quedaría así:

<<“Disposición Adicional sexagésima. Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, destinado a las Entidades del Tercer Sector.

Uno. El Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, creado en la Disposición Adicional sexagésima primera de la Ley 2/2008, de Presupuestos Generales del Estado para 2009 y que tiene por objeto prestar apoyo financiero a las Fundaciones y Asociaciones de utilidad pública que lleven a cabo dicha actividad, tendrá una dotación para el ejercicio 2018 de 15.000.000 euros, aportados por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Dicha dotación será desembolsada y transferida a la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) con cargo a los Presupuestos Generales del Estado de 2018.

Dos. El procedimiento y condiciones aplicables a la gestión del Fondo, así como los criterios y procedimientos de selección, concesión y control de la financiación a otorgar por el mismo, serán los establecidos en el convenio firmado para el ejercicio 2009 entre el Ministerio de Economía y Hacienda, el Ministerio de Sanidad y Política Social y la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), salvo que por las Instituciones firmantes se considere necesario efectuar alguna modificación para su mejor funcionamiento.

Tres. El Fondo podrá dedicar parte de sus recursos a la constitución de Fondos que tendrían el mismo fin pero limitarían su ámbito de actuación a una Comunidad Autónoma, previa decisión por unanimidad de la Comisión de Inversiones y Seguimiento prevista en el citado Convenio. Estos nuevos Fondos, constituidos a través de un Convenio de las partes, contarían con los recursos aportados por el Fondo del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, la Comunidad Autónoma correspondiente y las entidades económico-financieras que pudieran estar interesadas.

Cuatro. A la liquidación del Fondo, que se producirá el 30 de septiembre de 2022, SEPI ingresará en el Tesoro Público la dotación percibida con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, menos el importe correspondiente a las operaciones de financiación fallidas, si las hubiere, y los gastos derivados de la gestión del Fondo desde su creación, más los rendimientos financieros que puedan generar las cantidades aportadas al mismo.

Cinco. Este Fondo carece de personalidad jurídica. Las responsabilidades del Fondo se limitarán exclusivamente a aquellas que la entidad gestora haya contraído por cuenta del mismo. Igualmente, los posibles acreedores del Fondo no podrán hacer efectivos sus créditos contra el patrimonio de la entidad gestora.”>>
Justificación

La disposición adicional sexagésima del Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2018 regula el Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia. 

El Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, creado en la Disposición Adicional sexagésima primera de la Ley 2/2008, de Presupuestos Generales del Estado para 2009 y que tiene por objeto prestar apoyo financiero a las empresas que lleven a cabo dicha actividad, estaría dotado para el ejercicio 2018 con 5 millones de euros, aportados por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Dicha dotación sería desembolsada y transferida a la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) con cargo a los Presupuestos Generales del Estado de 2017. Dado lo exiguo de esta cantidad, se propone elevarlo a 15 millones de euros.
El año 2011 tenía una dotación de 17 millones de euros, es decir se ha reducido en un 70%.
El Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, fue creado en la Disposición Adicional sexagésima primera de la Ley 2/2008 de Presupuestos Generales del Estado para 2009.

La Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, señala como princìpio de actuación "la participación del tercer sector en los servicios y prestaciones de promoción de la autonomía personal y atención a la situación de dependencia", por lo que, teniendo un papel central en el desarrollo del Sistema de atención a las dependencias, se debe fomentar el cumplimiento de esta misión, mediante este Fondo destinado a apoyar infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, gestionados por las entidades del Tercer Sector.

Además, teniendo en cuenta la reducción del fondo, parece razonable reservarlo a entidades del Tercer Sector, es decir sin ánimo de lucro.

2ª De adición – Disposición final XXX (de nueva creación)
Se propone la incorporación de una nueva Disposición final al Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, con la numeración que corresponda, con la siguiente redacción:

<<Disposición final XXXX. Modificación del artículo 366 del Texto Refundido de la Ley General de Seguridad Social, aprobada por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.
“Artículo 366. Compatibilidad de pensiones. 

Las pensiones de invalidez en su modalidad no contributiva no impedirán el ejercicio de aquellas actividades, sean o no lucrativas, compatibles con el estado del inválido, y que no representen un cambio en su capacidad de trabajo.

En el caso de personas que con anterioridad al inicio de una actividad lucrativa vinieran percibiendo pensión de invalidez en su modalidad no contributiva, durante los cuatro años siguientes al inicio de la actividad, la suma de la cuantía de la pensión de invalidez y de los ingresos obtenidos por la actividad desarrollada no podrá ser superior, en cómputo anual, al importe, también en cómputo anual, de la suma del indicador público de renta de efectos múltiples, excluidas las pagas extraordinarias y la pensión de invalidez no contributiva vigentes en cada momento. En caso de exceder de dicha cuantía, se minorará el importe de la pensión en la cuantía que resulte necesaria para no sobrepasar dicho límite. Esta reducción no afectará al complemento previsto en el artículo 364.6.”>>
Justificación
La inactividad forzada es una de las mayores evidencias de la exclusión sistemática y estructural que sufren las personas con discapacidad en relación con el bien básico del empleo. Las medidas para favorecer la compatibilidad entre las pensiones de Seguridad Social y la actividad lucrativa son un buen instrumento legal para estimular la activación laboral de los pensionistas que sin perder la prestación pública acceden a un empleo, compatibilizando ingresos. Esto es particularmente conveniente en las pensiones no contributivas por incapacidad, cuyos destinatarios son las personas con grado de discapacidad igual o superior al 65 % que se encuentran en situación de necesidad económica. Con esta propuesta, se suprime el límite de 4 años en que la vigente legislación de Seguridad Social permite la compatibilidad entre pensión no contributiva y trabajo lucrativo, abriendo esta compatibilidad a todo el tiempo en que se desarrolle la actividad lucrativa, sin restricciones temporales que pueden frustrar el fin de la activación laboral.

3ª De adición – Disposición adicional XXX (de nueva creación)
Se propone la incorporación al Proyecto de Ley de una disposición adicional, con la numeración que corresponda, de nueva creación, con el siguiente texto: 
<<“Disposición adicional XXX. Creación del Fondo para la Innovación Experimentación del Tercer Sector de Acción Social de ámbito estatal.

Uno. Se crea el Fondo para la Innovación y Experimentación del Tercer Sector de Acción Social, en la esfera de la Administración General del Estado que tiene por objeto, desde un enfoque transformador, promover, impulsar, apoyar y financiar, en el ámbito de todo el Estado, estrategias, programas y acciones innovadoras desplegadas en colaboración con entidades de ámbito estatal del tercer sector de acción social en favor de la inclusión social, la extensión del bienestar, la generación de condiciones básicas de igualdad entre la ciudadanía española, con independencia del lugar de residencia, y el acceso al ejercicio regular de derechos por parte de grupos sociales y personas en situación de vulnerabilidad o en riesgo de padecerla, promoviendo su participación social.

En particular, este Fondo servirá para sostener y sufragar el Programa de Impulso de las entidades del Tercer Sector de Acción Social establecido en el artículo 7 de la Ley 43/2005, de 9 de octubre, del Tercer Sector de Acción Social.

Dos. El Fondo tendrá una dotación inicial para el ejercicio 2018 de 30.000.000 de euros, aportados por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, Departamento al que estará adscrito a través de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales e Igualdad y cuya dirección, administración y gestión tiene encomendadas.

Tres. Con carácter anual, la Ley de Presupuestos Generales del Estado determinará la cuantía que el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad aportará para ese concreto ejercicio al Fondo.

Cuatro. Mediante disposición legal o reglamentaria, se podrán destinar recursos, aportaciones o vías de financiación adicionales, transitorias o permanentes, para la sostenibilidad de este Fondo.

Cinco. Este Fondo carece de personalidad jurídica.

Seis. Se faculta al Gobierno, a propuesta del Ministerio de Sanidad, Servicios sociales e Igualdad, para determinar reglamentariamente los demás aspectos necesarios para el buen funcionamiento de este Fondo.”>>
Justificación 

Teniendo en cuenta que los cambios tecnológicos y sociales están en constante evolución, que las necesidades sociales son cada día más complejas de abordar y que precisan respuestas desde diferentes enfoques y considerando la cercanía del tercer sector a las necesidades sociales emergentes, especialmente de los sectores más vulnerables y su dimensión transnacional, se hace necesario promover un espacio de innovación social entre la Administración General del Estado y las entidades de ámbito estatal del tercer sector de acción social a través de un Fondo para la innovación Social de la Administración General del Estado.

Este fondo permitirá identificar necesidades emergentes de las personas y las comunidades, ensayar nuevos enfoques en los cuidados, la inserción y el emprendimiento, la extensión del bienestar y el acceso al ejercicio regular de derechos por parte de los grupos sociales y las personas en situación de vulnerabilidad o exclusión, así como fortalecer las capacidades del tercer sector y su cooperación en el ámbito europeo e internacional.

4ª De adición – Disposición adicional XXX (de nueva creación)

Se propone la incorporación al Proyecto de Ley de una disposición adicional, con la numeración que corresponda, de nueva creación, con el siguiente texto: 

<<“Disposición adicional XXX. Creación del Fondo Estatal de Promoción de la Accesibilidad Universal. 

1. Se crea un Fondo Estatal de Promoción de la Accesibilidad Universal en el ámbito de la Administración General del Estado, adscrito al Ministerio titular de las competencias de bienestar, inclusión social y derechos de las personas con discapacidad.

2. El Fondo Estatal de Promoción de la Accesibilidad Universal tiene como finalidad financiar, total o parcialmente, estrategias, iniciativas, programas, proyectos y acciones que fomenten entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como instrumentos, herramientas y dispositivos universalmente accesibles que garanticen a las personas con discapacidad el pleno ejercicio de sus derechos políticos, sociales, educativos, culturales y económicos. 

3. El Fondo Estatal de Promoción de la Accesibilidad Universal financiará proyectos de cualquier entidad, pública o privada, en los términos en que reglamentariamente se determine.

4. El Fondo Estatal de Promoción de la Accesibilidad Universal se engrosará con las aportaciones siguientes:

a)
La fijada, anualmente, en los Presupuestos Generales del Estado.

b)
El 1 por 100 de la aportación del Estado al presupuesto de cada obra pública, financiada total o parcialmente por este.

c)
El 1 por 100 del presupuesto total de ejecución, si la obra pública se construye y explota por particulares en virtud de concesión administrativa u otras modalidades asimiladas a la anterior.

d)
Aportaciones privadas.

5. El Fondo Estatal de Promoción de la Accesibilidad Universal será administrado por un Consejo Rector, en el que tendrán presencia, con arreglo a lo que se determine reglamentariamente, la Administración General del estado, las Comunidades Autónomas, las Corporaciones Locales y las organizaciones más representativas de las personas con discapacidad y sus familias. 

6. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta disposición, el Gobierno, previa consulta de las organizaciones representativas de personas con discapacidad y sus familias y oído el Consejo Nacional de la Discapacidad, aprobará el Reglamento general de desarrollo de esta Ley, en el cual en todo caso se determinará el sistema de aplicación concreto de los recursos resultantes de las consignaciones establecidas en el numeral 2 de este artículo.”>>

Justificación

Los derechos reconocidos por la Constitución y las Leyes a las personas con discapacidad precisan en muchos casos, para su ejercicio pleno y efectivo, de la concurrencia de un requisito previo, a saber, la accesibilidad,  entendida como la condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad de la forma más autónoma y natural posible. Sin el cumplimiento previo de estas condiciones, que conforman la llamada accesibilidad universal, según la definición que ofrece la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la integridad de los derechos de las personas con discapacidad se ve gravemente comprometida cuando no escamoteada.

A pesar de lo realizado desde la aprobación de la Constitución y sus Leyes de desarrollo, buena parte de los entornos, entendidos en sentido amplio, siguen presentando, por ausencia de condiciones de accesibilidad universal, barreras, limitaciones y restricciones a las personas con discapacidad, por lo que los poderes públicos tienen la obligación de adoptar medidas de acción positiva, de todas clases, que promuevan la accesibilidad y así garantizar el libre desarrollo de las personas con discapacidad.

La creación de un Fondo Estatal de Promoción de la Accesibilidad Universal, se inscribe en la serie de medidas de acción positiva que los poderes públicos deben adoptar para dar cumplimento a los mandatos constitucionales de especial atención a las personas con discapacidad. El Fondo se concibe como un mecanismo al servicio de los objetivos señalados, por cuanto se movilizan recursos financieros de nuevo cuño con destino a actuaciones de accesibilidad. Con la aprobación de este Fondo, largamente demandada por el movimiento social de la discapacidad, el Ordenamiento jurídico ofrece una herramienta más, singularmente enérgica, al proceso de emancipación colectiva de las personas con discapacidad a través de la remoción de obstáculos que impiden o reducen drásticamente su derecho de acceso a los bienes y a la participación sociales. 

La oportunidad de crear un Fondo Estatal de estas características se hace más evidente en atención a que según la legislación vigente (Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de los Derechos de las Personas con Discapacidad y de su Inclusión Social) desde el 4 de diciembre de 2017 todos los entornos, productos y servicios tendrían que ser accesibles con arreglo a las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación, por lo que son precisos nuevos recursos financieros públicos que permitan hacer frente a este mandato legal insoslayable.
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